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1. BIENES DE DOMINIO PÚBLICO   

  

Los bienes de dominio público son aquellos que, siendo propiedad de un ente público, están 
destinados a un uso o a un determinado servicio público o al fomento de la riqueza nacional.  

  

Son llamados bienes demaniales, bienes dominiciales, bienes o cosas públicas, que no 

pertenecen individualmente a los particulares, al estar destinados de un modo permanente a 
cualquier servicio de utilidad general, y de los que todos puedan aprovecharse por estar 

entregadas al uso público.  

  

Se diferencian de los demás bienes, al presentar las siguientes características:  

  

o Inalienabilidad: quiere decir que están fuera del comercio, que no son posibles de enajenar o 

traspasar.  

  

o Imprescriptibilidad: son bienes que no pueden perderse por prescripción, ni adquirirse por 

usucapión (Adquisición de una propiedad o de un derecho real mediante su ejercicio en las 

condiciones y durante el tiempo previsto por la ley).  

  

o Inembargabilidad, no se pueden embargar, de manera que no pueden hipotecarse, no son 

susceptibles de gravamen.  

  

o Para ser enajenados o vendidos, están sujetos a las condiciones que establece la Asamblea 

Legislativa, de conformidad con el artículo 121 inciso 14) de nuestra Constitución.  

  

Requieren de la afectación (destinarse a un uso o servicio público) o de la desafectación 

(declaración formal o tácitamente que un bien de dominio público queda desvinculado de uso o 

servicio público) correspondiente.  

  

o Son regulados por el Derecho Administrativo.   

  

  

Son bienes de dominio público marítimo-terrestre estatal, en virtud de lo dispuesto en el 

artículo 132.2 de la Constitución:  

  

1. La ribera del mar y de las rías, que incluye:  

  

a) La zona marítimo-terrestre o espacio comprendido entre la línea de bajamar escorada o 

máxima viva equinoccial, y el límite hasta donde alcanzan las olas en los mayores temporales 

conocidos o, cuando lo supere, el de la línea de pleamar máxima viva equinoccial.  

  

Esta zona se extiende también por las márgenes de los ríos hasta el sitio donde se haga sensible 
el efecto de las mareas.  
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Se consideran incluidas en esta zona las marismas, albuferas, marjales, esteros y, en general, los 

terrenos bajos que se inundan como consecuencia del flujo y reflujo de las mareas, de las olas o 

de la filtración del agua del mar.   

  

Las playas o zonas de depósito de materiales sueltos, tales como arenas, gravas y guijarros, 
incluyendo escarpes, bermas y dunas, tengan o no vegetación, formadas por la acción del mar o 

del viento marino, u otras causas naturales o artificiales.  

  

2. El mar territorial y las aguas interiores, con su lecho y subsuelo, definidos y regulados 

por su legislación específica.  

  

3. Los recursos naturales de la zona económica y la plataforma continental, definidos y 
regulados por su legislación específica.  

  

Pertenecen asimismo al dominio público marítimo-terrestre estatal:  

  

1. Las accesiones a la ribera del mar por depósito de materiales o por retirada del mar, 

cualesquiera que sean las causas.  

  

2. Los terrenos ganados al mar como consecuencia directa o indirecta de obras, y los desecados 

en su ribera.  

  

3. Los terrenos invadidos por el mar que pasen a formar parte de su lecho por cualquier causa.  

  

4. Los acantilados sensiblemente verticales, que estén en contacto con el mar o con espacios de 
dominio público marítimo-terrestre, hasta sucoronación.  

  

5. Los terrenos deslindados como dominio público que por cualquier causa han perdido sus 

características naturales de playa, acantilado, o zona marítimo-terrestre.  

  

6. Los islotes en aguas interiores y mar territorial.  

  

7. Los terrenos incorporados por los concesionarios para completar la superficie de una 

concesión de dominio público marítimo-terrestre que les haya sido otorgada, cuando así se 
establezca en las cláusulas de la concesión.   

  

Los terrenos colindantes con la ribera del mar que se adquieran para su incorporación al dominio 
público marítimo-terrestre.  

  

9. Las obras e instalaciones construidas por el Estado en dicho dominio.  

  

10.Las obras e instalaciones de iluminación de costas y señalización marítima, construidas por 
el Estado cualquiera que sea su localización, así como los terrenos afectados al servicio de las 
mismas.  
  

11. Los puertos e instalaciones portuarias de titularidad estatal, que se regularán por su 

legislación específica.  
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Son también de dominio público estatal las islas que estén formadas o se formen por causas 

naturales, en el mar territorial o en aguas interiores o en los ríos hasta donde se hagan sensibles 

las mareas, salvo las que sean de propiedad privada de particulares o entidades públicas o 

procedan de la desmembración de ésta, en cuyo caso serán de dominio público su zona 
marítimo-terrestre, playas y demás bienes que tengan este carácter.  

Los propietarios de los terrenos amenazados por la invasión del mar o de las arenas de las playas, 

por causas naturales o artificiales, podrán construir obras de defensa, previa autorización o 
concesión, siempre que no ocupen playa ni produzcan fenómenos perjudiciales en ésta o en la 

zona marítimo-terrestre, ni menoscaben las limitaciones y servidumbres legales 

correspondientes.  

  

En otro caso, los terrenos invadidos pasarán a formar parte del dominio público 

marítimoterrestre, según resulte del correspondiente deslinde.  

  

2. El DOMINIO PÚBLICO PORTUARIO ESTATAL  

  

1. La gestión del dominio público portuario estatal estará orientada, garantizando el 
interés general, a promover e incrementar la participación de la iniciativa privada en la 

financiación, construcción y explotación de las instalaciones portuarias y en la prestación de 

servicios, a través del otorgamiento de las correspondientes autorizaciones y concesiones, tanto 
demaniales como de obra pública, de acuerdo con lo previsto en esta ley.  

  

2. Corresponde a las Autoridades Portuarias la provisión y gestión de espacios e 

infraestructuras portuarias básicas, promoviendo tanto la actividad económica en los puertos 

como la prestación de los servicios por parte de la iniciativa privada.  

  

3. La gestión de las infraestructuras y del dominio público portuario se realizará con 
criterios de rentabilidad y eficiencia.  

  

Los puertos de interés general forman parte del dominio público marítimo-terrestre integran el 

dominio público portuario estatal, el cual se regula por las disposiciones de esta ley y, 
supletoriamente, por la legislación de costas.  

  

Pertenecen al dominio público portuario estatal:  

  

a) Los terrenos, obras e instalaciones portuarias fijas de titularidad estatal afectados al servicio 
de los puertos.  

b) Los terrenos e instalaciones fijas que las Autoridades Portuarias adquieran mediante 

expropiación, así como los que adquieran por compraventa o por cualquier otro título cuando 

sean debidamente afectados por el Ministro de Fomento.  

c) Las obras que el Estado o las Autoridades Portuarias realicen sobre dicho dominio.  

d) Las obras construidas por los titulares de una concesión de dominio público portuario, cuando 

reviertan a la Autoridad Portuaria.  

e) Los terrenos, obras e instalaciones fijas de ayudas a la navegación marítima, que se afecten a 
Puertos del Estado y a las Autoridades Portuarias para esta finalidad. f) Los espacios de agua 

incluidos en la zona de servicio de los puertos.  
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2. Se considera dominio público portuario estatal el dominio público marítimo-terrestre afecto 

a los puertos e instalaciones portuarias de titularidad estatal.  

  

El dominio público marítimo-terrestre ocupado por un puerto de competencia de una 

Comunidad Autónoma mantiene su titularidad estatal, si bien tiene la condición de adscrito a 
dicha Comunidad.  

  

  

  

  

3. DELIMITACIÓN DE LOS ESPACIOS Y USOS PORTUARIOS.  

  

1. El Ministerio de Fomento determinará en los puertos de titularidad estatal una zona de 

servicio que incluirá los espacios de tierra y de agua necesarios para el desarrollo de los usos 

portuarios a que se refiere el artículo 72.1 de esta ley, los espacios de reserva que garanticen la 
posibilidad de desarrollo de la actividad portuaria y aquellos que puedan destinarse a usos 

vinculados a la interacción puerto-ciudad mencionados en dicho artículo. Esta determinación se 
efectuará a través de la Orden Ministerial de Delimitación de los Espacios y Usos Portuarios.  

  

2. El espacio de agua incluido en la zona de servicio comprenderá las áreas de agua y 

dársenas donde se realicen las operaciones portuarias de carga, descarga y trasbordo de 
mercancías y pesca, de embarque y desembarque de pasajeros, donde se presten los servicios 

técniconáuticos y donde tenga lugar la construcción, reparación y desguace de buques a flote, 

así como las áreas de atraque, reviro y maniobra de los buques y embarcaciones, los canales de 

acceso y navegación y las zonas de espera y de fondeo, incluyendo los márgenes necesarios para 

la seguridad marítima y para la protección ante acciones terroristas y antisociales.   

  

También comprenderá los espacios de reserva necesarios para la ampliación del puerto. El 

espacio de agua se subdividirá en dos zonas:  

  

a) Zona I, o interior de las aguas portuarias, que abarcará los espacios de agua abrigados ya sea 
de forma natural o por el efecto de diques de abrigo.  

b) Zona II, o exterior de las aguas portuarias, que comprenderá el resto de las aguas.  

  

4.La Autoridad Portuaria elaborará el expediente de propuesta de Delimitación de los Espacios 

y Usos Portuarios, que incluirá la definición exterior e interior del dominio público portuario, los 
usos previstos para cada una de las diferentes áreas en las que se divida la zona de servicio del 

puerto a los que se refiere el artículo 72 de la Ley de Puertos del Estado y de la Marina Mercante 

y la justificación de la necesidad o conveniencia de tales usos, según criterios transparentes, 

objetivos, no discriminatorios y de fomento de la competencia en la prestación de servicios.  

  

Asimismo, se incluirán los espacios necesarios para que los órganos de las Administraciones 
públicas puedan ejercer competencias de vigilancia, seguridad pública, inspección, control de 

entradas y salidas de personas y mercancías del territorio nacional, identificación y otras que, 

por su relación directa con la actividad portuaria, deban desarrollarse necesariamente en el 
puerto conforme a lo dispuesto en el artículo 72.2) de la Ley de Puertos del Estado de la Marina 

Mercante.  
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4. Una vez elaborado el expediente de propuesta de Delimitación de los Espacios y Usos 

Portuarios por la Autoridad Portuaria, se seguirá el siguiente procedimiento administrativo 

previsto en el Artículo 69 de la Ley de Puertos del Estado y de la Marina Mercante.  

  

5. La aprobación de la Delimitación de los Espacios y Usos Portuarios llevará implícita la 
declaración de utilidad pública a efectos expropiatorios de los bienes de propiedad privada y de 

rescate de las concesiones que requiera la actuación portuaria en el ámbito de dicha 

delimitación, así como la afectación al uso portuario de los bienes de dominio público y de los 
bienes patrimoniales incluidos en la zona de servicio que sean de interés para el puerto.  

6. Aprobada la Delimitación de los Espacios y Usos Portuarios, el texto íntegro del acuerdo 

adoptado en el acto de aprobación de la misma se publicará en el «Boletín Oficial del Estado».  

  

7. Las modificaciones de la Delimitación de los Espacios y Usos Portuarios que tengan 

carácter sustancial se someterán al mismo procedimiento de aprobación indicado en el artículo 

anterior.  

  

8. La modificación de la Delimitación de los Espacios y Usos Portuarios que no tenga 

carácter sustancial será aprobada por Puertos del Estado, a propuesta de la Autoridad Portuaria, 
previo informe de las Administraciones urbanísticas si afectara a sus competencias.  

  

9. Para articular la necesaria coordinación entre las Administraciones con competencia 

concurrente sobre el espacio portuario, los planes generales y demás instrumentos generales 

de ordenación urbanística deberán calificar la zona de servicio de los puertos estatales, así como 

el dominio público portuario afecto al servicio de señalización marítima, como sistema general 

portuario y no podrán incluir determinaciones que supongan una interferencia o perturbación 
en el ejercicio de las competencias de explotación portuaria y de señalización marítima, 

requiriéndose informe previo vinculante de Puertos del Estado, previo dictamen de la Comisión 

de Faros, en los casos en los que pueda verse afectado el servicio de señalización marítima por 

actuaciones fuera de los espacios antes mencionados, cuando en sus proximidades exista alguna 

instalación de ayudas a la navegación marítima.  

  

  

4. LAS CONCESIONES DEMANIALES  

4.1. LEY 22/1988, de 28 DE JULIO, DE COSTAS  

Artículo 64.   

  

1. Toda ocupación de los bienes de dominio público marítimo-terrestre estatal con obras o 

instalaciones no desmontables estará sujeta a previa concesión otorgada por la 
Administración del Estado.   

  

2. El concesionario tendrá derecho al uso privativo de los bienes objeto de concesión. En todo 

caso y de acuerdo con lo que reglamentariamente se disponga, se garantizará en estos 

terrenos, el libre acceso y tránsito de las autoridades y funcionarios competentes cuando 

fuera necesario por razones de defensa nacional, de salvamento, seguridad marítima, 
represión del contrabando, para el ejercicio de las funciones de policía de dominio público 
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marítimo-terrestre y para el cumplimiento de las demás funciones que tengan atribuidas. 

En caso de accidente en el mar, o cuando por razones de seguridad en el tráfico marítimo 

sea necesario para la salvaguardia de las personas y las embarcaciones, se podrán depositar 

en los terrenos objeto de concesión, las embarcaciones y sus pertrechos.   

  

Artículo 65.   

  

1. El otorgamiento de la concesión a que se refiere el artículo anterior no exime a su titular de 

la obtención de las concesiones y autorizaciones que sean exigibles por otras 

Administraciones Públicas en virtud de sus competencias en materia de puertos, vertidos u 

otras específicas.   

  

2. En ningún caso podrán ser titulares de concesiones las personas en quienes concurra alguna 

de las prohibiciones de contratar previstas en el Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de 

noviembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector 

Público.   

  

Cuando posteriormente al otorgamiento de la concesión, el titular incurra en alguna de las 

prohibiciones de contratar se producirá la extinción de la concesión. En caso de declaración de 
concurso y mientras no se haya producido la apertura de la fase de liquidación, no se producirá 

la extinción de la concesión, si su titular prestare las garantías suficientes, a juicio de la 

Administración, para continuar con la ocupación en los términos previstos en el título 

concesional.  

  

4.2. TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY DE PUERTOS DEL ESTADO Y DE LA MARINA  

MERCANTE. AMBITO DE APLICACIÓN. CONCESIONES ADMINISTRATIVAS  

1. Estará sujeta a previa concesión otorgada por la Autoridad Portuaria la ocupación del 

dominio público portuario, con obras o instalaciones no desmontables o usos por plazo superior 

a tres años.  

  

2. Las concesiones sólo podrán otorgarse para obras, instalaciones o usos que se ajusten a 

las determinaciones establecidas en el plan especial de ordenación de la zona de servicio del 

puerto o, en su defecto, la Delimitación de los Espacios y Usos Portuarios, y se someterán al 

correspondiente Pliego de Condiciones Generales para el otorgamiento de concesiones 

demaniales que apruebe el Ministro de Fomento y a las condiciones particulares que determine 

la Autoridad Portuaria, de acuerdo con lo establecido en el artículo 139 de esta ley.  

  

3. Para el otorgamiento de una concesión será preciso que la Autoridad Portuaria tenga a 

disposición los terrenos y espacios de agua objeto de la misma, salvo en aquellos supuestos en 
los que, próxima la fecha de extinción de una concesión, se tramite el otorgamiento de una 

nueva sobre los mismos terrenos y espacios de agua, y en aquellos otros supuestos en los que 

sea precisa la ejecución de obras por la Autoridad Portuaria previa a la puesta a disposición. En 
estos supuestos, el término inicial de la concesión coincidirá con la fecha de extinción de aquélla 

o con la fecha de finalización de las obras por la Autoridad Portuaria. No obstante, no podrán 

transcurrir más de dos años desde el acuerdo de otorgamiento de la concesión hasta la efectiva 
puesta a disposición de los terrenos.  
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4. En el título concesional se incorporarán, además de las condiciones relativas a la 
ocupación del dominio público portuario, las relativas a la actividad o a la prestación del servicio.  

  

5. La concesión o autorización de instalaciones de atraque deberá incorporar la de la 
correspondiente zona de maniobra, sin perjuicio de que, excepcionalmente y por razones 

derivadas de la explotación portuaria o insuficiencia de instalaciones de atraque disponibles, la 

Autoridad Portuaria impondrá, en el momento del otorgamiento del correspondiente título 
administrativo o posteriormente, la utilización obligatoria de las instalaciones en concesión o 

autorización a favor de terceros prestadores de servicios portuarios.   

  

En este caso, los beneficiarios deberán abonar al titular de la concesión o autorización la 
correspondiente tarifa, que deberá ser fijada con criterios de objetividad, transparencia y no 

discriminación y que no podrá exceder de la cuantía máxima aprobada por la Autoridad 
Portuaria en el correspondiente título.   

  

El Reglamento de Explotación y Policía determinará las razones objetivas derivadas de la 

explotación portuaria o de insuficiencia de instalaciones de atraque disponibles que justifiquen 
la utilización obligatoria a favor de terceros prestadores de servicios portuarios.  

  

El Consejo de Administración aprobará, con carácter general, los supuestos de cesión, las 

condiciones de la misma y las tarifas máximas a percibir conforme a lo dispuesto en esta ley por 

los titulares de las concesiones o autorizaciones, en función de las características de las 

instalaciones portuarias.  

  

Cuando una instalación fija otorgada en concesión o autorización impida el uso por terceros de 

una instalación de atraque, ésta deberá ser asimismo incorporada a dicha concesión o 

autorización.  

  

  

  

4.3. TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY DE PUERTOS DEL ESTADO Y DE LA MARINA MERCANTE. 

PLAZO DE LAS CONCESIONES ADMINISTRATIVAS  

  

1. El plazo de las concesiones será el que se determine en el título correspondiente y no podrá 
ser superior a 50 años. Para la fijación del mismo se tendrán en cuenta los siguientes criterios:  

  

a) Vinculación del objeto de la concesión a la actividad portuaria.  

b) Disponibilidad de espacio de dominio público portuario.  

c) Volumen de inversión y estudio económico financiero.  

d) Plazo de ejecución de las obras contenidas en el proyecto.  

e) Adecuación a la planificación y gestión portuarias.  

f) Incremento de actividad que genere en el puerto.  

g) Vida útil de la inversión a realizar por el concesionario.  
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2. El vencimiento del plazo de la concesión deberá coincidir con el de la autorización de actividad 

o el de la licencia de prestación del servicio, y será improrrogable salvo en los siguientes 

supuestos:  

  

a) Cuando en el título de otorgamiento se haya previsto expresamente la posibilidad de 
una o varias prórrogas, en cuyo caso, a petición del titular y a juicio de la Autoridad Portuaria, 

podrá ser prorrogado, sin que el plazo inicial unido al de las prórrogas pueda superar el plazo 

máximo de 50 años.  

  

En las concesiones que tengan como objeto la prestación de servicios portuarios, la suma del 

plazo inicial previsto en la concesión y el de las prórrogas no podrá exceder del  establecido en 
el artículo 114.1 que le sea de aplicación en aquellos supuestos en los que el número de 

prestadores del servicio haya sido limitado.  

  

b) Cuando en el título de otorgamiento no se haya previsto la posibilidad de prórroga, pero 
el concesionario lleve a cabo una inversión relevante no prevista inicialmente en la concesión y 

que haya sido autorizada por la Autoridad Portuaria, tanto en la concesión como, en su caso, en 

la concesión modificada por ampliación de su superficie siempre que formen una unidad de 
explotación y que, a juicio de la Autoridad Portuaria, sea de interés para mejorar la 

productividad, la eficiencia energética o la calidad ambiental de las operaciones portuarias, o 

suponga la introducción de nuevas tecnologías o procesos que incrementen su competitividad 

y que, en todo caso, sea superior al 20 por ciento del valor actualizado de la inversión 

inicialmente prevista en el título concesional, el plazo de vencimiento podrá ser prorrogado, no 
pudiendo superar en total el plazo máximo de 50 años. La prórroga de la concesión determinará 

la modificación de las condiciones de la misma, que deberán ser aceptadas por el concesionario 

con anterioridad a la resolución de otorgamiento de la prórroga.  

  

c) Excepcionalmente, la Autoridad Portuaria, previo informe vinculante de Puertos del 

Estado, podrá autorizar prórrogas no previstas en el título administrativo que, unidas al plazo 

inicial, superen en total el plazo de 50 años, en alguno de los siguientes supuestos:  

  

 c1) En aquellas concesiones que sean de interés estratégico o relevante para el puerto o para el 

desarrollo económico de su zona de influencia, o supongan el mantenimiento en el puerto de la 
competencia en el mercado de los servicios portuarios, cuando se comprometa a llevar a cabo 

una nueva inversión adicional que suponga una mejora de la eficacia global y de la 

competitividad de la actividad desarrollada, en los términos señalados en la letra b) anterior, 
salvo el importe de la nueva inversión adicional que deberá ser superior al 50 por ciento del 

valor actualizado de la prevista en el título concesional.  

  

 c2) Cuando el concesionario efectúe contribución, que no tendrá naturaleza tributaria, a la 

financiación de alguno de los siguientes supuestos para mejorar la posición competitiva de los 

puertos en su área de influencia y la intermodalidad en el transporte de mercancías:  

  

- Infraestructuras de conexión terrestre entre las redes generales de transporte de uso 

común y las vigentes zonas de servicio de los puertos o los puertos secos en cuya 

titularidad participe un organismo público portuario.  

- Adaptación de las infraestructuras en la red general ferroviaria de uso común para 

operar trenes de por lo menos 750 m de longitud.  
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- Mejora de las redes generales de transporte de uso común, a los efectos de potenciar la 

competitividad del transporte intermodal y el transporte ferroviario de mercancías.  

  

Este compromiso económico, que no tendrá naturaleza tributaria, se incluirá en la concesión 

modificada y deberá ser ejecutado en el plazo máximo de seis meses desde el otorgamiento de 
la prórroga de la concesión. El importe de este compromiso económico no podrá ser inferior a 

la mayor de las siguientes cuantías:  

  

- La diferencia de valor, en el momento de la solicitud, entre la concesión sin prórroga y 

el de la concesión prorrogada. Estas valoraciones deberán ser realizadas por una 

empresa independiente designada por la Autoridad Portuaria y a costa del 
concesionario.  

  

- El 20 por ciento de la inversión inicial actualizada.  

  

En los supuestos de las letras a), b) y c1) anteriores, la suma de los plazos de las prórrogas no 
podrá ser superior a la mitad del plazo inicial. Para el otorgamiento de estas prórrogas será 

necesario que haya transcurrido, al menos, la tercera parte del plazo de vigencia de la concesión, 

salvo cuando por circunstancias excepcionales sea autorizado previamente por Puertos del 
Estado. En estos supuestos, será necesario que se haya ejecutado el nivel de inversión 

comprometido y los plazos de ejecución.  

  

En el supuesto de la letra c2) el plazo máximo de la prórroga, unida al plazo inicial, podrá alcanzar 

75 años y podrá solicitarse siempre que se hayan ejecutado los niveles de inversión 

comprometidos para estar en explotación de acuerdo con lo previsto en el título concesional, 
con un mínimo del 20% de la inversión inicial actualizada. En todos los supuestos será necesario 

que el concesionario se encuentre al corriente del cumplimiento de las demás obligaciones 

derivadas de la concesión.  

  

d) Cuando el concesionario que sea titular de una licencia para la prestación del servicio 

portuario de manipulación de mercancías, incremente el porcentaje de trabajadores 
contratados en relación laboral común por encima del mínimo establecido, el plazo inicial de la 

concesión podrá ser prorrogado, a criterio de la Autoridad Portuaria, sin que en ningún caso se 

supere en total el plazo máximo de 50 años, y siempre que el concesionario se encuentre al 
corriente en el cumplimiento de las obligaciones derivadas de la concesión, 

independientemente de que la posibilidad de prórroga esté o no contemplada en el título 

concesional.  

  

El citado incremento en el plazo de vigencia de la concesión podrá ser, como máximo, de un 35 

por ciento para el caso de que el número de trabajadores contratados en relación laboral común 

cubra el ciento por ciento de las actividades integrantes del servicio portuario, reduciéndose 

proporcionalmente para porcentajes inferiores, y siempre que dicho aumento porcentual no se 

haya producido como consecuencia de la disminución del tráfico de la concesión, y se 
mantengan durante el plazo ampliado las condiciones que dieron lugar a la prórroga.  
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4.4. TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY DE PUERTOS DEL ESTADO Y DE LA MARINA  

MERCANTE. PROCEDIMIENTO DE OTROGAMIENTO DE CONCESIONES  

ADMINISTRATIVAS  

El procedimiento de otorgamiento de una concesión se podrá iniciar a solicitud del interesado, 

incluyendo un trámite de competencia de proyectos, o por concurso convocado al efecto por la 

Autoridad Portuaria.  

  

No obstante lo previsto en el apartado anterior, la Autoridad Portuaria podrá acordar el 

otorgamiento directo de concesiones demaniales a un solicitante, cuando sean compatibles con 
sus objetivos, en los siguientes supuestos:  

  

a) Cuando el solicitante sea otra Administración pública o, en general, cualquier persona 

jurídica de derecho público o privado perteneciente al sector público, y para el cumplimiento de 
sus propias competencias o funciones, siempre que las mismas no se realicen o no puedan 

realizarse en régimen de concurrencia con la iniciativa privada. En ningún caso se podrá acordar 

el otorgamiento directo cuando el objeto concesional esté relacionado con la prestación de 

servicios portuarios, salvo que se den los casos de ausencia o insuficiencia de iniciativa privada 

previstos en esta ley. A estos efectos, se entenderá por persona jurídica de derecho privado 

perteneciente al sector público a la sociedad mercantil en cuyo capital sea mayoritaria la 

participación directa o indirecta de una o varias Administraciones Públicas o personas jurídicas 

de derecho público.  

  

b) Cuando fuera declarado desierto el concurso convocado para el otorgamiento de una 

concesión, o éste hubiera resultado fallido como consecuencia del incumplimiento de las 

obligaciones previas a la formalización del otorgamiento por parte del adjudicatario, siempre 

que no hubiera transcurrido más de un año desde la fecha de su celebración, el objeto 

concesional sea el mismo y las condiciones de otorgamiento no sean inferiores a las anunciadas 

para el concurso o de aquéllas en que se hubiese producido la adjudicación.   

  

En el caso de que el concurso resultara fallido, cuando haya habido más de un licitador en el 

concurso que cumpla las condiciones de otorgamiento, la concesión se otorgará a la oferta que 
resulte más favorable de entre las restantes, de acuerdo con lo dispuesto en el Pliego de Bases 

del concurso. En el caso de que el concurso hubiera sido declarado desierto, no se podrá otorgar 

la concesión en condiciones más favorables de las previstas en el Pliego de Bases del concurso.  

  

c) Cuando la superficie a ocupar por la concesión sea inferior a 2.500 metros cuadrados o 

para instalaciones lineales, tales como tuberías de abastecimiento, saneamiento, emisarios 

submarinos, líneas telefónicas o eléctricas, conducciones de gas, entre otras, que sean de uso 

público o aprovechamiento general.  

  

En estos casos, el procedimiento de otorgamiento de la concesión será el previsto en los 
apartados 2 y siguientes del artículo 85 del TRLPYMM, sin necesidad de convocatoria de 

concurso ni del trámite de competencia de proyectos.  

  

Para que la Autoridad Portuaria resuelva sobre la ocupación del dominio público portuario, el 

interesado deberá formular una solicitud a la que acompañará los siguientes documentos y 

justificantes:  
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a) Acreditación de la personalidad del solicitante o, en su caso, de los partícipes en la comunidad 

o entidad sin personalidad jurídica.  

  

b) Acreditación de solvencia económica, técnica y profesional para hacer frente a las 

obligaciones resultantes de la concesión.  

  

c) Proyecto básico, que deberá adaptarse al plan especial de ordenación de la zona de servicio 

del puerto o, en su defecto, a la Delimitación de los Espacios y Usos Portuarios. Incluirá la 

descripción de las actividades a desarrollar, características de las obras e instalaciones a 

realizar, posibles efectos medioambientales y, en su caso, estudio de impacto ambiental, 

extensión de la zona de dominio público portuario a ocupar, presupuesto estimado de las 
obras e instalaciones y otras especificaciones que determine la Autoridad Portuaria.  

  

d) Memoria económico financiera de la actividad a desarrollar en la concesión.  

  

e) Cumplimiento de las condiciones específicas para el ejercicio de la actividad objeto de la 
concesión.  

  

f) Garantía provisional conforme a lo indicado en el artículo 93 de esta ley.  

  

g) Otros documentos y justificaciones que sean pertinentes y cuya exigencia esté justificada por 
razón imperiosa de interés general.  

  

No se admitirán aquellas solicitudes que se opongan a lo dispuesto en la Delimitación de los 

Espacios y Usos Portuarios, o en la normativa vigente, o cuando como consecuencia de su 

otorgamiento se pueda originar dentro del puerto situaciones de dominio del mercado 

susceptibles de afectar a la libre competencia en la prestación de los servicios portuarios o en 

las actividades y servicios comerciales directamente relacionados con la actividad portuaria, 

archivándose en el plazo máximo de dos meses, sin más trámite que la audiencia previa al 

peticionario.  

  

Si la solicitud no reuniera los requisitos exigidos y éstos fueran susceptibles de subsanación, se 

procederá para ello en la forma prevista en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 

Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.  

  

Presentada una solicitud que se refiera a alguno de los supuestos previstos en las letras a), c) y 

d) del artículo 86.1 del TRLPEYMM, la Autoridad Portuaria deberá convocar concurso, siguiendo 
la tramitación prevista en el artículo 86. En los demás casos, la Autoridad Portuaria podrá 

convocar concurso, o bien iniciar un trámite de competencia de proyectos, mediante anuncio, 

que se publicará en el «Boletín Oficial del Estado», en el que se indicará la apertura de un plazo 
de un mes para la presentación de otras solicitudes que tengan, según se determine por la 

Autoridad Portuaria, el mismo o distinto objeto que aquélla, y que deberán reunir los requisitos 
previstos en el artículo anterior. En este trámite de competencia de proyectos se respetará la 

confidencialidad de los proyectos y de la documentación aportada.  

Cuando en el trámite de competencia de proyectos se formulen varias solicitudes, el Consejo de 

Administración, seleccionará aquélla que, a su juicio, tenga mayor interés portuario, motivado 
en la captación de nuevos tráficos, compatibilidad con otros usos, inversión, rentabilidad, entre 
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otros, y continuará la tramitación conforme a lo indicado en los apartados siguientes, salvo en 

el supuesto previsto en el artículo 86.1.b) del TRLPYMM en el que deberá convocarse un 

concurso. Si en dicho trámite no se presentan otras solicitudes, continuará el procedimiento, de 

acuerdo con lo previsto en los siguientes apartados.  

  

La Autoridad Portuaria procederá, en su caso, a la confrontación del proyecto sobre el terreno y 

espacio de agua con el fin de determinar su adecuación y viabilidad.  

  

Asimismo, se someterá a información pública, durante un plazo no inferior a 20 días, a fin de 

que se presenten alegaciones sobre la solicitud de concesión que se tramita. Este trámite podrá 

llevarse a cabo simultáneamente con la petición de informe a las Administraciones urbanísticas, 
cuando no se encuentre aprobado el plan especial de ordenación de la zona de servicio del 

puerto. Cuando la solicitud tenga como objeto la ocupación de espacios de dominio público 

afectos al servicio de los faros, deberá emitirse informe favorable por Puertos del Estado.  

  

El trámite de información pública servirá para cumplimentar el concerniente al procedimiento 

de evaluación de impacto ambiental, en los casos en los que sea preceptivo el mismo.  

  

Se podrá prescindir del trámite de información pública previsto en el apartado anterior para 
concesiones que tengan como objeto la utilización total o parcial de edificaciones existentes, 

siempre que no se modifique su arquitectura exterior y sea para usos autorizados en el plan 
especial de ordenación de la zona de servicio del puerto o, en su defecto, en la Delimitación de 

los Espacios y Usos Portuarios.  

  

El Director emitirá informe en el que se analizará la procedencia de la solicitud de concesión. En 
aquellos proyectos que, de acuerdo con la legislación vigente, deban someterse a algún tipo de 

evaluación de impacto ambiental, el informe será posterior a la resolución del Ministerio de 

Medio Ambiente, y Medio Rural y Marino. En el caso de que el informe sea desfavorable, se 
elevará por el Presidente al Consejo de Administración a fin de que, previa audiencia del 

interesado, se resuelva lo que estime procedente.  

  

Si el informe fuera favorable a la solicitud de concesión, el Director fijará las condiciones en que 

podría ser otorgada la misma y se las notificará al peticionario que deberá aceptarlas 

expresamente. Si éste no hiciera manifestación alguna al respecto en el plazo concedido, se 
procederá al archivo de todas las actuaciones, con pérdida de la garantía constituida.   

  

En los demás supuestos, el Presidente elevará al Consejo de Administración la propuesta de 

resolución del Director para que adopte el acuerdo que proceda.  

  

En el caso de que el Consejo de Administración acuerde la modificación de alguna de las 

condiciones aceptadas por el peticionario, se someterán a su nueva aceptación en los términos 
previstos en el apartado anterior.  

  

La resolución de otorgamiento de la concesión se publicará en el Boletín Oficial del Estado, 

haciéndose constar, al menos, la información relativa al objeto, plazo, tasas, superficie 
concedida y titular de la concesión. El plazo máximo para notificar la resolución del expediente 

de la concesión será de ocho meses, transcurrido el cual sin que haya recaído resolución expresa, 

la correspondiente solicitud se entenderá desestimada.  
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La Autoridad Portuaria podrá convocar concursos para el otorgamiento de concesiones en el 
dominio público portuario. En cualquier caso, deberán convocarse concursos en los siguientes 
supuestos:  
  

a) Concesiones para la prestación de servicios portuarios abiertos al uso general.  

  

b) Concesiones para terminales de pasajeros o de manipulación y transporte de mercancías 
dedicadas a usos particulares, cuando haya varias solicitudes de interés portuario o cuando 

en el trámite de competencia de proyectos a que se refiere el artículo anterior se presenten 

varios proyectos alternativos de igual o similar interés portuario.  

  

c) Concesiones de dársenas e instalaciones náutico-deportivas, construidas o no por 

particulares, salvo cuando el solicitante sea un club náutico u otro deportivo sin fines 

lucrativos, siempre que las condiciones de la concesión establezcan como máximo un límite 
del 20 por ciento para el número de atraques destinados a embarcaciones con eslora superior 

a 12 m.  

  

d) Concesiones de lonjas pesqueras, construidas o no por particulares.  

  

La convocatoria del concurso supondrá el archivo de los expedientes de concesión en 

tramitación que resulten afectados, teniendo derecho el solicitante al cobro de los gastos del 
proyecto si no resultase adjudicatario del concurso. Los gastos del proyecto serán tasados en las 

bases del concurso y serán satisfechos por el adjudicatario. Entre las condiciones de 

otorgamiento de la concesión deberán figurar, al menos, las siguientes:  

  

a) Objeto de la concesión.  

  

b) Plazo de vigencia.  

  

c) Zona de dominio público cuya ocupación se concede.  

  

d) Proyecto básico de las obras o instalaciones autorizadas, con las prescripciones que se fijen, 

y con inclusión, en el caso de ocupación de espacios de agua, del balizamiento que deba 
establecerse.  

  

e) Condiciones de protección del medio ambiente que, en su caso, procedan, incluyendo las 

necesarias medidas correctoras y, en caso de que fuera preceptiva, las condiciones o 
prescripciones establecidas en la correspondiente resolución del Ministerio de Medio 

Ambiente, y Medio Rural y Marino.  

  

f) Condiciones especiales que deban establecerse en las concesiones que se otorguen en los 

espacios afectos a las ayudas a la navegación, entre las cuales deberán figurar, al menos, las 

que garanticen la eficacia del servicio, independencia de accesos y medidas de seguridad.  

  

g) Tasa de ocupación y tasa de actividad.  

  

h) Garantía definitiva o de construcción y garantía de explotación.  
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i) Causas de caducidad, conforme a lo previsto en el artículo 98 de esta ley.  

  

j) Actividad o tráfico mínimo.  

  

k) Otras condiciones que la Autoridad Portuaria considere necesarias.  

  

2. Las obras se ejecutarán conforme al proyecto de construcción que en cada caso se apruebe 

por la Autoridad Portuaria, que completará el proyecto básico. Los proyectos de construcción se 

ajustarán en lo que respecta a sus exigencias técnicas, contenido, supervisión y replanteo, a las 
mismas condiciones que las exigidas para las obras de las Autoridades Portuarias.  

  

Puertos del Estado informará técnicamente los proyectos de construcción de obras de 

infraestructura portuaria de los concesionarios que presenten características singulares desde 
el punto de vista técnico o económico, con carácter previo a su aprobación por la Autoridad 

Portuaria.  

  

Asimismo, durante la vigencia de la concesión, el titular de la misma vendrá obligado a facilitar 

la información técnica o económica que le solicite la Autoridad Portuaria en el ejercicio de sus 

competencias, así como a mantener en buen estado el dominio público portuario, obras e 

instalaciones, debiendo realizar, a su cargo, las reparaciones que sean precisas. La Autoridad 

Portuaria podrá inspeccionar, en todo momento, el estado de conservación de los bienes objeto 

de la concesión y señalar las reparaciones que deban llevarse a cabo cuando éstos afecten a la 
conservación de los bienes propios del título concesional.  

  

  

5. LAS AUTORIZACIONES ADMINISTRATIVAS  

5.1. LEY 22/1988, DE 28 DE JULIO, DE COSTAS  

Artículo 51.   

  

1. Estarán sujetas a previa autorización administrativa las actividades en las que, aun sin requerir 

obras o instalaciones de ningún tipo, concurran circunstancias especiales de intensidad, 

peligrosidad o rentabilidad, y asimismo la ocupación del dominio público marítimoterrestre 
con instalaciones desmontables o con bienes muebles.   

  

2. Se entenderán por instalaciones desmontables aquellas que:   

  

a) Precisen a lo sumo obras puntuales de cimentación, que en todo caso no sobresaldrán 
del terreno.   

  

b) Estén constituidas por elementos de serie prefabricados, módulos, paneles o similares, 

sin elaboración de materiales en obra ni empleo de soldaduras.   

  

c) Se monten y desmonten mediante procesos secuenciales, pudiendo realizarse su 

levantamiento sin demolición y siendo el conjunto de sus elementos fácilmente trasportable.  

  

Sección 2.ª Vertidos  
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Artículo 56.   

  

1. Las disposiciones de la presente Sección son de aplicación a los vertidos, tanto líquidos como 

sólidos, cualquiera que sea el bien de dominio público marítimo-terrestre en que se realicen. 2. 

Los vertidos al mar desde buques y aeronaves se regularán por su legislación específica. Estará 
prohibido el vertido de residuos sólidos y escombros al mar y su ribera, así como a la zona de 

servidumbre de protección, excepto cuando éstos sean utilizables como rellenos y estén 

debidamente autorizados.   

  

Artículo 57.   

  

1. Todos los vertidos requerirán autorización de la Administración competente, que se 

otorgará con sujeción a la legislación estatal y autonómica aplicable, sin perjuicio de la concesión 
de ocupación de dominio público, en su caso.   

  

  

2. En el caso de vertidos contaminantes, se estará, además, a lo previsto en las normas a 

que se refiere el artículo 34 de la Ley de Costas, siendo necesario que el peticionario justifique 

previamente la imposibilidad o dificultad de aplicar una solución alternativa para la eliminación 

o tratamiento de dichos vertidos. No podrán verterse sustancias ni introducirse formas de 
energía que puedan comportar un peligro o perjuicio superior al admisible para la salud pública 

y el medio natural, con arreglo a la normativa vigente.   

  

3. En función de los objetivos de calidad fijados para el medio receptor de contaminación, 
los vertidos se limitarán en la medida que lo permita el estado de la técnica, las materias primas 

y, especialmente, en virtud de la capacidad de absorción de la carga contaminante, sin que se 

produzca una alteración significativa de dicho medio   

  

Artículo 58  

  

1. Entre las condiciones a incluir en las autorizaciones de vertido deberán figurar las relativas a:   

  

a) Plazo de vencimiento, no superior a treinta años.   

  

b) Instalaciones de tratamiento, depuración y evacuación necesarias, estableciendo sus 

características y los elementos de control de su funcionamiento, con fijación de las fechas de 

iniciación y terminación de su ejecución, así como de su entrada en servicio.   

  

c) Volumen anual de vertido.   

  

d) Límites cualitativos del vertido y plazos si proceden, para la progresiva adecuación de las 
características del efluente a los límites impuestos.   
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e) Evaluación de los efectos sobre el medio receptor, objetivos de calidad de las aguas en la zona 

receptiva y previsiones que, en caso necesario, se hayan de adoptar para reducir la 

contaminación.   

  

f) Canon de vertido.   

  

2. La Administración competente podrá modificar las condiciones de las autorizaciones de 

vertido, sin derecho a indemnización, cuando las circunstancias que motivaron su otorgamiento 

se hubiesen alterado o bien sobrevinieran otras que, de haber existido anteriormente, habrían 

justificado su denegación o el otorgamiento en términos distintos. Si la Administración lo 

considera necesario, podrá suspender los efectos de la autorización hasta que se cumplan las 
nuevas condiciones establecidas.   

  

3. En caso de que el titular de la autorización no realice las modificaciones en el plazo que 

al efecto le señale la Administración competente, ésta podrá declarar la caducidad de la 
autorización de vertido, sin perjuicio de la imposición de las sanciones oportunas.   

  

4. La extinción de la autorización del vertido, cualquiera que sea la causa, llevará implícita 

la de la inherente concesión de ocupación del dominio público marítimo-terrestre.   

  

5. La Administración competente podrá efectuar cuantos análisis e inspecciones estime 

convenientes para comprobar las características del vertido y contrastar, en su caso, el 

cumplimiento de las condiciones impuestas en la autorización del vertido.   

  

6. Podrán constituirse Juntas de Usuarios para el tratamiento conjunto y vertido final de 

efluentes líquidos.  

  

Artículo 59.   

  

En aquellos casos en que el vertido pueda propiciar la infiltración o almacenamiento de 

sustancias susceptibles de contaminar las aguas o capas subterráneas se requerirá la previa 

realización de un estudio hidrogeológico que justifique su inocuidad.   

  

Artículo 60.   

  

Sin perjuicio de lo establecido en otras leyes específicas y de las exigencias que comporten los 

programas de control y reducción de la contaminación por vertidos de hidrocarburos al mar, las 
refinerías de petróleo, factorías químicas y petroquímicas e instalaciones de abastecimiento de 

combustibles líquidos que posean terminales de carga y descarga de hidrocarburos en los 

puertos, mar territorial y aguas interiores, deberán disponer, en las cercanías de los terminales, 
las instalaciones de recepción de los residuos de hidrocarburos y cuantos otros medios que para 

prevenir y combatir los derrames establecen las disposiciones vigentes en materia de 

contaminación de las aguas del mar.   

  

Asimismo, las plataformas e instalaciones dedicadas a la prospección de hidrocarburos en el mar, 

su explotación o almacenamiento deberán contar con los medios precisos para prevenir y 
combatir los derrames que puedan producirse.  

  

Artículo 61.   
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Las autorizaciones administrativas sobre establecimiento, modificación o traslado de 
instalaciones o industrias que originen o puedan originar vertidos al dominio público 

marítimoterrestre se otorgarán condicionadas a la obtención de las correspondientes 

autorizaciones de vertido y concesiones de ocupación de dicho dominio.   

  

Artículo 62.   

  

La Administración competente podrá prohibir, en zonas concretas, aquellos procesos 

industriales cuyos efluentes, a pesar del tratamiento a que sean sometidos, puedan constituir 
riesgo de contaminación superior a la admisible, según la normativa vigente, para el dominio 

público marítimo-terrestre, bien sea en su funcionamiento normal o en caso de situaciones 
excepcionales previsibles.   

  

  

  

Sección 3.ª Extracciones de áridos y dragados Artículo 

63.   

  

1. Para otorgar las autorizaciones de extracciones de áridos y dragados, será necesaria la 

evaluación de sus efectos sobre el dominio público marítimo-terrestre, referida tanto al lugar 

de extracción o dragado como al de descarga en su caso. Se salvaguardará la estabilidad de la 

playa, considerándose preferentemente sus necesidades de aportación de áridos.   

  

2. Quedarán prohibidas la extracciones de áridos para la construcción, salvo para la creación y 

regeneración de playas.   

  

3. Entre las condiciones de la autorización deberán figurar las relativas a:   

  

  

a) Plazo por el que se otorga.   

b) Volumen a extraer, dragar o descargar al dominio público marítimo-terrestre, ritmo de estas 
acciones y tiempo hábil de trabajo.   

c) Procedimiento y maquinaria de ejecución.   

d) Destino y, en su caso, lugar de descarga en el dominio público de los productos extraídos o 

dragados.   

e) Medios y garantías para el control efectivo de estas condiciones.   

  

4. En el caso de que se produjeran efectos perjudiciales para el dominio público y su uso, la 

Administración otorgante podrá modificar las condiciones iniciales para corregirlos, o incluso 
revocar la autorización, sin derecho a indemnización alguna para su titular.  

  

5.2. CLASES DE AUTORIZACIONES. TEXTO REFUNDIDO LEY DE PUERTOS DEL ESTADO Y DE 

LA MARINA MERCANTE.  

Estarán sujetas a autorización de la Autoridad Portuaria:  
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a) La utilización de instalaciones portuarias fijas por los buques, el pasaje y las mercancías, 
que se regirá por el Reglamento de Explotación y Policía y las correspondientes Ordenanzas 

Portuarias.  

b) La ocupación del dominio público portuario con bienes muebles o instalaciones 
desmontables o sin ellos, por plazo no superior a tres años, que se otorgará de conformidad con 

lo dispuesto en esta sección.  

  

5.3. AMBITO DE APLICACIÓN  

1. La ocupación del dominio público portuario por plazo no superior a tres años, incluidas 
prórrogas, con bienes muebles o instalaciones desmontables, o sin ellos, estarán sujetas a 

autorización previa de la Autoridad Portuaria.  

  

2. Estas autorizaciones demaniales se otorgarán, a título de precario, con sujeción al 
correspondiente Pliego de Condiciones Generales de autorizaciones de ocupación del dominio 

público portuario que apruebe el Ministro de Fomento y a las condiciones particulares que 

determine la Autoridad Portuaria.  

  

3. Las autorizaciones sólo podrán otorgarse para los usos y actividades permitidas en el 

artículo 72 y deberán ajustarse a las determinaciones establecidas en el plan especial de 
ordenación de la zona de servicio del puerto o, en su defecto, en la Delimitación de los Espacios 

y Usos Portuarios.  

  

4. Las autorizaciones se otorgarán con carácter personal e intransferible «inter vivos» y su 
uso no podrá ser cedido a terceros, salvo las de ocupación de dominio público que constituyan 

soporte de una autorización de vertidos de tierra al mar.  

  

5.4. PROCEDIMIENTO DE OTORGAMIENTO  

1. La Autoridad Portuaria examinará la documentación presentada y determinará su 

adecuación y viabilidad.  

  

2. Se solicitará informe de otras Administraciones y organismos, cuando éste fuera 

preceptivo o se estime conveniente recabarlo.  

  

3. Previo informe del Director y audiencia del interesado cuando proceda, corresponde al 

Consejo de Administración de la Autoridad Portuaria el otorgamiento o denegación con carácter 

discrecional y sin perjuicio de la oportuna motivación, de las autorizaciones cuyo plazo de 

vigencia sea superior a un año, y al Presidente el de aquellas que no excedan de dicho plazo.  

  

6. EXTINCIÓN DE CONCESIONES Y AUTORIZACIONES  

  

Las autorizaciones y concesiones se extinguirán por:  

  

a) Vencimiento del plazo de otorgamiento.  

b) Revisión de oficio, en los supuestos establecidos en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 

Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 

Común.  
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c) Renuncia del titular, que sólo podrá ser aceptada por la Autoridad Portuaria cuando no cause 

perjuicio a ésta o a terceros.  

d) Mutuo acuerdo entre la Autoridad Portuaria y el titular.  

e) Disolución o extinción de la sociedad, salvo en los supuestos de fusión o escisión. f) 

Revocación.  

g) Caducidad.  

h) Rescate, cuando se trate de concesiones.  

i) Extinción de la autorización o de la licencia de la que el título demanial sea soporte.  

  

  

  

7. PLANES ESPECIALES Y OBRAS DE DRAGADO  

7.1. LOS PLANES ESPECIALES  

  

Para articular la necesaria coordinación entre las Administraciones con competencia 

concurrente sobre el espacio portuario, los planes generales y demás instrumentos generales 
de ordenación urbanística deberán calificar la zona de servicio de los puertos estatales, así como 

el dominio público portuario afecto al servicio de señalización marítima, como sistema general 

portuario y no podrán incluir determinaciones que supongan una interferencia o perturbación 

en el ejercicio de las competencias de explotación portuaria y de señalización marítima, 

requiriéndose informe previo vinculante de Puertos del Estado, previo dictamen de la Comisión 

de Faros, en los casos en los que pueda verse afectado el servicio de señalización marítima por 
actuaciones fuera de los espacios antes mencionados, cuando en sus proximidades exista alguna 

instalación de ayudas a la navegación marítima.  

  

Dicho sistema general portuario se desarrollará a través de un plan especial o instrumento 

equivalente, que se instrumentará de la forma siguiente:  

  

a) La Autoridad Portuaria formulará dicho plan especial.  

Con carácter previo a la formulación del plan especial o instrumento equivalente que ordene la 

zona de servicio de un puerto, deberá encontrarse delimitada ésta mediante la aprobación de la 

Delimitación de los Espacios y Usos Portuarios en dicho puerto, no pudiendo extenderse las 
determinaciones de aquel plan más allá de la zona de servicio así delimitada.  

  

b) Su tramitación y aprobación se realizará de acuerdo con lo previsto en la legislación 

urbanística y de ordenación del territorio, por la Administración competente en materia de 

urbanismo.  

  

c) Concluida la tramitación, y con carácter previo a la aprobación definitiva de dicho plan 

especial, la Administración competente en materia de urbanismo, en un plazo de quince días, 
a contar desde la aprobación provisional, dará traslado del contenido de aquél a la Autoridad 

Portuaria para que ésta, en el plazo de un mes, se pronuncie sobre los aspectos de su 

competencia.  
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Recibido por la Autoridad Portuaria el contenido del plan especial, ésta lo remitirá a Puertos del 

Estado a fin de que formule las observaciones y sugerencias que estime convenientes.  

  

En caso de que el traslado no se realice o de que la Autoridad Portuaria se pronuncie 

negativamente sobre la propuesta de la Administración competente en materia urbanística, ésta 
no podrá proceder a la aprobación definitiva del plan especial, debiendo efectuarse las consultas 

necesarias con la Autoridad Portuaria, a fin de llegar a un acuerdo expreso sobre el contenido 

del mismo.  

  

De persistir el desacuerdo, durante un período de seis meses, contados a partir del 

pronunciamiento negativo de la Autoridad Portuaria, corresponderá al Consejo de Ministros 
informar con carácter vinculante, previa emisión del citado informe de Puertos del Estado.  

La aprobación definitiva de los planes especiales a que hace referencia este apartado deberá ser 

notificada a la Autoridad Portuaria con los requisitos establecidos en la Ley 30/1992, de 26 de 

noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 

Administrativo Común.  

  

El plan especial deberá incluir entre sus determinaciones las medidas y previsiones necesarias 
para garantizar una eficiente explotación del espacio portuario, su desarrollo y su conexión con 

los sistemas generales de transporte terrestre.  

  

7.2. LAS OBRAS DE DRAGADO  

  

1. Toda ejecución de obras de dragado o el vertido de los productos de dragado en el 

dominio público portuario, sobre la base del correspondiente proyecto, requerirá autorización 

de la Autoridad Portuaria.Cuando las obras de dragado o el vertido de los productos de dragado 
puedan afectar a la seguridad de la navegación en la zona portuaria, particularmente en los 

canales de acceso y en las zonas de fondeo y maniobra, se exigirá informe previo y favorable de 
la Administración marítima.  

  

2. Las obras de dragado que se ejecuten fuera del dominio público portuario para rellenos 

portuarios requerirán autorización de la correspondiente demarcación o servicio periférico de 
costas. Asimismo, el vertido fuera de las aguas de la zona de servicio del puerto de los productos 

de los dragados portuarios deberá ser autorizado por la Administración marítima, previo 

informe de la demarcación o servicio periférico de costas.  

  

3. Los proyectos de dragado incluirán un estudio de la gestión de los productos de dragado, 

y en particular la localización de la zona o zonas de vertido y su tratamiento.  

  

Respecto del dragado portuario, se incorporará al proyecto, cuando proceda, un estudio sobre 

la posible localización de restos arqueológicos que se someterá a informe de la Administración 

competente en materia de arqueología.   

  

Cuando el dragado se ejecute fuera de la Zona I o interior de las aguas portuarias, se incluirá, 

además, un estudio de evaluación de sus efectos sobre la dinámica litoral y la biosfera marina, 

que se someterá a informe de las Administraciones competentes en materia de pesca y medio 
ambiente con carácter previo a su autorización.  
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Con relación a los vertidos procedentes de las obras de dragado deberán efectuarse los estudios 

o análisis necesarios que permitan valorar los efectos de la actuación sobre la sedimentología 

litoral y la biosfera submarina, así como, en su caso, la capacidad contaminante de los vertidos, 

y se someterán a informe de las Administraciones competentes en materia de medio ambiente 
y de pesca.  

  

La Autoridad Portuaria remitirá a la Administración marítima y a la Comunidad Autónoma 

correspondiente los datos de las cantidades vertidas del material de dragado, la localización de 
la zona o zonas de vertido y, cuando exista riesgo de que el posible desplazamiento del material 

afecte a la navegación marítima, se remitirá a aquélla los resultados del seguimiento de la 
evolución de dicho material vertido.  

  

Cuando el proyecto de dragado se someta, independientemente o junto a otros proyectos, al 

procedimiento previsto en la legislación sobre evaluación de impacto ambiental, deberán 
incluirse los estudios mencionados y solicitarse asimismo los informes de la Administración 

marítima y de las Administraciones competentes en materia de medio ambiente, pesca y 

arqueología en el curso de dicho procedimiento  

  


